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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 18 de abril de 2016
DJ-AJ-982 -2016
Señora
Catalina Conejo Valverde

Prosecretaria Genera de la
Corte Suprema de Justicia 
Estimada señora: 

En atención al Oficio N° 1068-16 del 1° de febrero de 2014, donde se comunica el acuerdo del Consejo Superior N° 4-16 del 14 de enero del año en curso, artículo XXVI, en el que se solicita informe jurídico de esta Dirección, en relación con “la consulta presentada por la licenciada Joyce Magaly Ugalde Huezo, sobre su labor como integrante del Tribunal del Servicio Civil”, y la eventual incompatibilidad con los nombramientos interinos que realiza como jueza dentro del Poder Judicial; tomando en consideración, además, “que la licenciada Joyce Magaly Ugalde Huezo, impartirá lecciones en la Universidad Metropolitana Castro Carazo, fuera de horario laboral y dentro de los límites señalados por este Consejo. De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional N° 2009-001660 de las 11:51 horas del 6 febrero de 2009, se remite el siguiente informe.

I. De la gestión

“Mediante correo electrónico del 7 de enero de 2016 la licenciada Joyce Magaly Ugalde Huezo, consultó:

“… los alcances del artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual literalmente señala "Aunque sean abogados, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República y de las municipalidades, salvo en sus propios negocios y en los de sus cónyuges, ascendentes o descendientes, hermanos, suegros, yernos y cuñados.

Se exceptúan de la prohibición  anterior los servidores del Poder Ejecutivo que presten servicios en los establecimientos oficiales de enseñanza y que no tengan ninguna otra incompatibilidad; lo mismo que los servidores judiciales interinos o suplentes siempre que ese interinato no exceda de tres meses; los fiscales específicos; los munícipes y apoderados municipales; el Director de la Revista Judicial; los defensores públicos de medio tiempo y los que sean retribuidos por el sistema de honorarios y, en general, todos los servidores que no devenguen sueldo sino dietas." (el subrayado y la negrilla son suplidos). En el caso de la suscrita desde octubre del año 2011 mediante el acuerdo que consta en el artículo quinto del acta de la sesión ordinaria número setenta y tres, celebrada el cuatro de octubre del dos mil once, del Consejo de Gobierno fui nombrada como Integrante del Tribunal del Servicio Civil, por un plazo de SEIS AÑOS, con la modalidad de pago por dietas. Además para dicho nombramiento es requisito contar con los mismos requisitos del Director o Directora del Servicio Civil, cuyo grado académico debe ser el de licenciatura en Derecho. El horario de las sesiones se conviene entre los Integrantes del Tribunal siempre fuera de la jornada diurna. De esta forma en la actualidad las sesiones se realizan los días Martes, Miércoles y Viernes de las diecinueve horas a las veintiún horas (7:00 pm a las 9:00 pm). Ahora bien, a partir de abril del año 2015, me han estado efectuando nombramientos interinos en el Poder Judicial, como Jueza 1; para sustituir a personas juzgadoras que se encuentran en períodos de vacaciones, incapacidades o permisos; por lo que mi consulta gira en torno a la eventual incompatibilidad entre ambos nombramientos. No omito manifestar que para la suscrita es clara la excepción que apunta el artículo recién indicado en su párrafo final, en el sentido de que no existe obstáculo alguno para realizar las dos funciones; sin embargo con el fin de hacer de conocimiento al estimable Consejo y de actuar en forma diáfana me permito consultar si la interpretación efectuada es la correcta. 

Finalmente, referente a esta misma temática, les informo que para este primer cuatrimestre del año 2016; impartiré lecciones en la UMCA, los días Sábados.”
Por su parte, tal como lo señala la licenciada Ugalde Huezo en su escrito de consulta, mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta N° 38, del 22 de febrero de 2012, Acuerdo N° 055, el Consejo de Gobierno comunicó:
“Con fundamento en las disposiciones contenidas en el artículo treinta y tres de la Ley General de la Administración Pública, comunica:
Que el Consejo de Gobierno, mediante acuerdo que consta en el artículo quinto del acta de la sesión ordinaria número setenta y tres, celebrada el cuatro de octubre del dos mil once, tomó el acuerdo que textualmente dice: “Ante el vencimiento del período para el que fue nombrada la señora Tatiana De La Cruz Segura, como Miembro Propietario del Tribunal de Servicio Civil, el próximo 10 de octubre; nómbrese en sustitución suya a la señora Joyce Ugalde Huezo, cédula de identidad número 6-221-760, a partir del 10 de octubre del 2011 y por el período legal correspondiente, hasta el 10 de octubre del 2017. Acuerdo declarado firme por unanimidad”. 

Martha Monge Marín, Secretaria del Consejo de Gobierno.—1 vez.—O. C. 14794.—Solicitud Nº 002.—9400.—(IN2012011204)”.
II. Análisis jurídico:
En relación con la primera consulta de la señora Ugalde Huezo, sobre la eventual incompatibilidad entre los nombramientos interinos que como persona juzgadora realiza dentro del Poder Judicial y su nombramiento como Miembro Propietaria del Tribunal de Servicio Civil (Poder Ejecutivo), es necesario realizar, inicialmente, un breve análisis sobre la naturaleza jurídica de este último Órgano Colegiado:

De conformidad con los artículos 10 y 182 del Estatuto de Servicio Civil -Ley N° 1581 del 30 de mayo de 1953-, surge el “Tribunal de Servicio Civil con residencia en la capital y jurisdicción en toda la República, de nombramiento del Consejo de Gobierno e integrado por tres miembros propietarios y tres miembros suplentes. Para ser miembro del Tribunal se requiere ser profesional en Derecho y reunir los demás requisitos que se piden para el Director General de Servicio Civil” (en igual sentido, el artículo 52 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil).

Asimismo, establece el mencionado artículo 10, “Los miembros del Tribunal de Servicio Civil durarán en sus cargos seis años, se renovará uno de ellos cada dos años, podrán ser reelectos y devengarán dietas” (en ese sentido, ver el numeral 183 del Estatuto de Servicio Civil y 53 de su Reglamento), que corresponderán, según el numeral 186 ibídem, “por cada sesión a la que asistan. El número de sesiones remuneradas, incluyendo ordinarias y extraordinarias, no podrá exceder de doce al mes. La sesión, para que sea remunerada, debe tener como duración mínima dos horas” (en los mismos términos, ver el artículo 56 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil).
Así, “El Tribunal se reunirá cada vez que tenga asuntos que conocer” (artículo 11 del Estatuto), y “celebrará sus reuniones en el local de su asiento, cuando menos dos veces por semana en días distintos, mediante acuerdo o convocatoria que hará su Presidente. El Reglamento Interior fijará días para las votaciones, y establecerá plazos a los miembros del Tribunal para el estudio de los expedientes y para dictar los fallos” (artículo 188 del Estatuto de Servicio Civil y 58 de su Reglamento). (Resaltados no pertenecen al texto original).
Por su parte, valga señalar que, “El numeral 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial -N° 7333-, a criterio de esta Asesoría Jurídica, importa una doble regulación en cuanto al desempeño de las clases de puestos vigentes en nuestra Institución, al establecer, por una parte, la prohibición genérica o laboral para todas las personas servidoras de “Ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión –o profesiones- por la que fueron nombrados” y de todas maneras la restricción de “Desempeñar cualquier otro empleo público”, “aunque estén con licencia”, salvo las excepciones señaladas por Ley, y por su lado, como consecuencia económica por esa limitación, dispone el “derecho a recibir por ello, en los casos en que legalmente corresponda, pago por dedicación exclusiva o prohibición” (incisos 1 y 3) (La negrita no pertenece al texto original. Informe N° DJ-AJ-670-2016 del 17 de marzo de 2016, de esta Dirección Jurídica).

Así pues, tomando en consideración la posibilidad de excepciones prevista por el numeral 9 inciso 1) de la mencionada Ley Orgánica del Poder Judicial, remite al artículo 244 de ese mismo cuerpo normativo, cual dispone que, “Aunque sean abogados, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial […] salvo en sus propios negocios y en los de sus cónyuges, ascendientes o descendientes, hermanos, suegros, yernos y cuñados”, no obstante, continúa rezando el artículo: “Se exceptúan de la prohibición anterior los servidores del Poder Ejecutivo que presten servicios en los establecimientos oficiales de enseñanza y que no tengan ninguna otra incompatibilidad; lo mismo que los servidores judiciales interinos o suplentes, siempre que ese interinato no exceda de tres meses; […] y, en general, todos los servidores que no devenguen sueldo sino dietas”. (la negrita no pertenece al texto original).
Razón por la que, a criterio de esta Dirección Jurídica, no existe incompatibilidad entre los nombramientos que como persona juzgadora realiza la licenciada Ugalde Huezo –en este Poder de la República-, en relación con su nombramiento -y percepción de dietas- como Miembro Propietaria del Tribunal de Servicio Civil, siempre que, de conformidad con el numeral 17 párrafo cuarto de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública N° 8422 –del 06 de octubre de 2004-, no exista superposición horaria entre la jornada laboral como servidora judicial y las sesiones a las que asista como integrante del Órgano Colegiado del cual es miembro, tal y como se describe:
“Artículo 17.- Desempeño simultáneo de cargos públicos. Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. De esta disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación superior […]
     Igualmente, ningún funcionario público, durante el disfrute de un permiso sin goce de salario, podrá desempeñarse como asesor ni como consultor de órganos, instituciones o entidades, nacionales o extranjeras, que se vinculan directamente, por relación jerárquica, por desconcentración o por convenio aprobado al efecto, con el órgano o la entidad para el cual ejerce su cargo.

    Asimismo, quienes desempeñen un cargo dentro de la función pública, no podrán devengar dieta alguna como miembros de juntas directivas o de otros órganos colegiados pertenecientes a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, salvo si no existe superposición horaria entre la jornada laboral y las sesiones de tales órganos”. (la negrita no pertenece al texto original).
Ahora bien, en cuanto al segundo supuesto consultado, y a propósito de la salvedad prevista por este último numeral 17, considera esta Dirección Jurídica que, tampoco existe incompatibilidad para que la licenciada Ugalde Huezo pueda impartir lecciones en los centros de enseñanza superior, precisamente los días sábados en la Universidad Metropolitana Castro Carazo –UMCA-. “Ello en virtud del beneficio cultural que la docencia universitaria importa a la sociedad costarricense y por la necesidad académica de las universidades, de contratar y retener a las y los profesionales más experimentados en beneficio de los educandos; y que, en todo caso, […] con fundamento en el artículo 9 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, existe la posibilidad de que las y los funcionarios judiciales puedan impartir lecciones, previa autorización del Consejo Superior, en casas de enseñanza superior: “Artículo 9.- Se prohíbe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial: (…) 3.- Desempeñar cualquier otro empleo público. Esta prohibición no comprende los casos exceptuados en la ley ni el cargo de profesor en escuelas universitarias, siempre que el Consejo Superior del Poder Judicial así lo autorice y las horas lectivas que deba impartir, en horas laborales, no excedan de cinco por semana”. (La negrita y el Informe N° 474-DJ-AJ-2015 del 14 de mayo de 2015, son nuestros).
Excepción esta última -de ejercer la docencia-, que tiene como límite la normativa misma que le da sustento, así como lo resuelto por la Sala Constitucional mediante resolución N° 2009-001660 del seis de febrero de 2009:
“IV.- El accionante alega que el Consejo Superior le ha notificado personalmente que para impartir lecciones en centros universitarios fuera de la jornada laboral, debe proceder a solicitar permiso a ese órgano y con base en lo anterior, pide en el amparo dejar sin efecto el referido acuerdo XXXVII, argumentando que se lesiona su derecho al trabajo y el derecho a la educación de los “estudiantes que participan en los cursos que el suscrito imparte”. Ahora bien, del examen del asunto se desprende que es cierto que ese órgano le previno ponerse a derecho, para lo cual le indicó que “para impartir lecciones dentro y fuera de la jornada laboral”, “se deberá solicitar al Consejo Superior autorización para dar lecciones”. Este es el punto central a resolver. Al respecto, la parte recurrida ha alegado que dispuso esa medida ya que le “corresponde velar porque las labores de docencia que ejecuten los servidores judiciales, independientemente de que tal actividad se realice en horas laborales o no, no prevalezcan sobre la prestación oportuna del servicio público y de calidad de la Administración de Justicia” (folio 291). Incluso, las disposiciones del Consejo Superior para exigir el permiso o la autorización para impartir lecciones fuera de la jornada laboral judicial, señalan como fundamento a las resoluciones de esta Sala, números 2001-05012 y 2003-01903. Sin embargo, del análisis de la situación no se desprende una congruencia o compatibilidad entre lo preceptuado por este Tribunal en esas resoluciones y lo dispuesto por ese Consejo en el acuerdo impugnado. En primer lugar, esta Sala dijo expresamente en la primera de ambas sentencias, que no se requería y que por lo tanto, es ilegítima la exigencia de pedir permiso para poder impartir lecciones fuera del horario judicial: 

“Se puede extraer de lo anterior, que las labores docentes son permisibles dentro del esquema de la relación de servicio entre el funcionario y el Estado, y solo se puede restringir fundadamente la actividad docente de los funcionarios del Poder Judicial, dentro de las horas laborales, cuando ello vaya a afectar el servicio público” (ver parte final del Considerando V). 

“Precisamente, el artículo IX de la Sesión Ordinaria No. 36-97 de 3 de noviembre de 1997, reduce infundadamente el tiempo de libre disposición del servidor con su tiempo de ocio, pues al establecer la formula de cálculo "... de un cuarto de tiempo de labor universitaria a la semana, tomando como base las 24 horas del día.", se interfiere con el principio general de libertad de las personas, pues le impide no solo dedicar su tiempo libre a las actividades de interés para el Estado y la sociedad, sino que también, sujeta la actividad docente a una autorización del Consejo Superior fuera del horario laboral, todo lo cual considera esta Sala resulta ilegítimo. Se trata de una actividad privada del funcionario, que si bien, puede ser regulado por el Estado para evitar afectaciones al servicio público durante las horas laborales, o desgastes con los excesos o abusos fuera de ese tiempo, también es lo cierto que, resulta incompatible con la libertad de contratación que puede ejercitar el interesado con las instituciones de educación universitaria” (ver Considerando VI). 

“En resumen, esta Sala considera que la prohibición de ejercer la profesión implica la prohibición de ejercer docencia, aunque debe entenderse como de principio que se exceptuó la docencia universitaria hasta un máximo de un cuarto de tiempo, según es común en el sector público; que en horas de trabajo solo pueden laborar para ese fin un máximo de cinco horas semanales, único caso en que se requiere autorización del Consejo Superior del Poder Judicial; que es correcto limitar el total de horas dedicadas a la docencia universitaria a un cuarto de tiempo; y que por docencias universitarias se entiende la desarrollada tanto en centros públicos como privados” (ver párrafo final del Considerando VI; los subrayados no son del original). 

En consecuencia, resulta claro que ya esta Sala definió que no resulta necesaria la autorización del Poder Judicial para prestar servicio docente fuera del horario judicial, siempre y cuando se respete la fijación del cuarto de tiempo (diez horas semanales dedicadas a la enseñanza) que se estableció en la resolución de este Tribunal. En segundo lugar, debe quedar claro que esta Sala no puso restricciones al tiempo libre (anterior o posterior a la jornada judicial) del servidor (específicamente al que se refiere a ese cuarto de tiempo), dentro del cual tiene derecho a desempeñar la función docente. Es decir, esta Sala no ha dicho que son 5 horas para dar clases y otras 5 para realizar las demás funciones relacionadas con la actividad de la enseñanza. En este sentido, debe recordarse que el Tribunal estimó como razonable el período de 50 horas de trabajo del funcionario judicial (40 horas en sus funciones judiciales y 10 horas en sus actividades docentes). Por otra parte, debe tenerse presente que para llegar a tal conclusión, la sentencia se fundamentó en el artículo 58 de la Constitución Política, que lejos de ser una obligación para el trabajador es una garantía social a favor de éste. Dado lo anterior, está dentro del derecho del individuo disponer de ese cuarto tiempo en forma autónoma; claro está, asumiendo las responsabilidades y ateniéndose a las consecuencias, que lícitamente puede regular y controlar la Administración, en caso de un uso abusivo o indebido de ese tiempo, especialmente, cuando eso tenga efectos negativos en la función judicial”. (Los resaltamientos en negrita son suplidos).
De lo anterior se desprende que, la docencia superior universitaria -pública o privada-, como excepción a la regla de prohibición –de ejercer deliberadamente la profesión-, solamente se encuentra limitada a las disposiciones de los Órganos Superiores competentes, encargados de velar por la correcta prestación del servicio público de Administración de Justicia (Consejo Superior o Corte Plena) y de la protección especial de los derechos fundamentales (Sala Constitucional). 
De ahí que, su regulación prudencial consiste en que las personas servidoras judiciales puedan impartir lecciones, eventualmente dentro del horario judicial, “hasta un máximo de un cuarto de tiempo, según es común en el sector público”; es decir, “que en horas de trabajo solo pueden laborar para ese fin un máximo de cinco horas semanales, único caso en que se requiere autorización del Consejo Superior del Poder Judicial”; y que, por su parte, la Sala Constitucional “definió que no resulta necesaria la autorización del Poder Judicial para prestar servicio docente fuera del horario judicial, siempre y cuando se respete la fijación del cuarto de tiempo (diez horas semanales dedicadas a la enseñanza) que se estableció en la resolución de este Tribunal”. Razón por la que, bajo esos términos, no existe impedimento para que la licenciada Ugalde Huezo pueda impartir lecciones, precisamente, los días sábados en la Universidad Metropolitana Castro Carazo –UMCA-.
III. Conclusión

Por las anteriores consideraciones, y de conformidad con salvedades excepcionales –al desempeño exclusivo de la profesión- previstas por los artículos 9 inciso 1) y 244 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, no existe incompatibilidad entre los nombramientos que como persona juzgadora realiza la señora Joyce Magaly Ugalde Huezo dentro del Poder Judicial, en relación con su nombramiento –y percepción de dietas- como Miembro Propietaria del Tribunal de Servicio Civil, siempre que, de conformidad con el numeral 17 párrafo cuarto de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública N° 8422, no exista superposición horaria entre la jornada laboral como servidora judicial y las sesiones a las que asista como integrante del Órgano Colegiado administrativo.
Asimismo, esta Dirección Jurídica no observa inconvenientes para que las personas servidoras judiciales puedan ejercer como docentes en los centros de enseñanza superior, siempre que esa labor sea ejecutada fuera de horario laboral y dentro de los límites señalados por el Consejo Superior. De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional N° 2009-001660 de las 11:51 horas del 6 febrero de 2009, y el artículo 9 inciso 3) de la mencionada Ley Orgánica del Poder Judicial, de modo que, tampoco existe incompatibilidad para que la licenciada Ugalde Huezo pueda impartir lecciones los días sábados en la Universidad Metropolitana Castro Carazo –UMCA-.
Elaborado por
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